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Retos y contradicciones de un marco nuevo 

El pasado día 13 de enero, por fin , entró en vigor la Ley Orgánica 512000 
reguladora de la responsabilidad penal de los menores. Se inic iaban as í un 
conjunto de cambios, posibles o reales , que di señan un panorama bastante 
diferente para responder a las trasgres iones de adolescentes y jóvenes, para 
intentar hacerl o sin abandonar los criterios educati vos. 

Es posible que una buena parte de los y las profes iona les de lo soc ial tengan 
la sensac ión de que esta ley no va espec ialmente con ellos, que la continúen 
situando en e l territorio de lo jurídico y, por lo tanto, complejo y di stante. Sería 
un error. Con la nueva ley pueden cambiar, radicalmente, las respuestas que 
podemos dar a una buena parte de los conflictos soc iales de la adolescenc ia. 
Quedan fu era la in fancia y la preadolescencia (como veremos luego, la ley 
pena l só lo actúa a partir de los 14 años), con lo que neces itaremos planes, 
propuestas de trabajo con la infancia (no de protecc ión) para atender a los que 
empiezan a rebotarse soc ia lmente. Definiti vamente queda desterrada la idea 
bené fi ca infantili zadora de tratar a la adolescencia y la juventud como 
incapac itada o loca. Tendrán que dar cuenta de sus actos, pero eso supondrá 
que tendremos que inventarnos formas de reacc ión educati va que les hagan 
responsabi Ii zarse. 

Como toda ley de naturaleza penal comporta e l riesgo de introduc irlos con 
temprana edad en toda la parafernali a de l mundo judicial y que, en la práctica, 
no se les trate de manera mu y diferente a la que se utilice con las personas 
adultas. El reto para los profes ionales, para los trabajadores de lo soc ial, es 
hacer que la Justi cia de Menores sea algo substanc ialmente di fere nte. Hay un 
gran ri esgo de sustituir simplemente la cárcel por un centro cerrado de alta 
contenc ión, al que además irán a parar más chicos porque le llamaremos centro 
educati vo y no prisión. La línea de fo ndo seguirá siendo cómo utili zamos un 
catálogo de medidas, que ahora es más amplio y razonable, pero que puede 
reducirse al internamiento y la libertad si no aportamos formas técnicas que 
permitan aplicar otras medidas, para las que no sólo no hay hoy recursos sino 
que, además, tampoco sabemos educati vamente hablando cómo hacerlo. 

Es un marco radicalmente nuevo, que requiere de l mundo soc ial y educati vo 
lecturas, propuestas y experi encias prácti cas ... sa lvo que queramos dejar su 
aplicac ión en una pura aplicac ión de l contro l. Pero vayamos por partes. 
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Una historia cargada de significado 

Antes de comenzar ningún análi sis o comentario sobre la Ley, conviene hacer 
un pequeño repaso de fechas, ya que los hechos son en este caso una fuente 
inagotable de claves para interpretar qué se puede esperar de e ll a. Esta Ley 
viene a sustituir la única ley franqui sta e inconstitucional que todav ía (después 
de veintic inco años de constitución democráti ca) quedaba vigente en España: 
la Ley de Tribunales Tutelares de Menores de 1948. Para los menores, la 
democrac ia nunca tu vo pri sa. 

De hecho, el recorrido intermedio ha sido algo más complejo. A principios de 
los años 90 el Tribunal Constitucional ya advirtió de la inconstitucionalidad 
de algunos artículos de la Ley de Tribunales Tutelares, por lo que el gobierno 
de entonces tu vo que modifi carlos de manera urgente y provisional con la Ley 
4/1 992 de competencia y procedimiento de los Juzgados de Menores. Fue algo 
inev itable y provisional que ha durado 10 años. 

Las reti cencias han sido siempre tantas que e l nuevo Código Penal de 1995 
cambió la mayoría de edad, pasando de los 16 a los 18 años pero dejó en 
suspenso e l artículo correspondiente hasta que no hubiera una nueva ley penal 
de menores. Les dio igual seguir enviando a la cárcel a adolescentes de 16 y 
17 años, aunque la provisionalidad también hubiera permitido un tratamiento 
por extensión con la ley que había. Durante seis años se ha estado enviando a 
la cárcel a los jóvenes simplemente por no tener una ley que aplicarles . 

La que ahora ha entrado en vigor se aprobó en enero de 2000, concediéndose 
todo un año de espera (hasta enero de 200 1) para aplicarla, para explicarl a a 
los c iudadanos y ciudadanas, para formar a los profes ionales. Pero no só lo no 
se hizo sino que, sin haberse puesto en marcha, se volvió a batir un nuevo 
récord : su modi ficación substancial. Dos nuevas leyes (la 7/2000 Y la 9/2000) 
han cambiado radica lmente gran parte de su lógica interna y han aplazado, 
probablemente sine die, su aplicación más allá de los 18 años. 
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Pudiera haber sido pero no será 

No tengo reti cencias en afirmar que ésta era una buena ley. Con mucha 
diferencia, era e l mejor de los numerosos proyec tos de ley que han c ircul ado 
en los últimos di ez años. Se trataba de una ley aparenteme nte impos ible y 
contradi ctori a con e l conservaduri smo po líti co que nos in vade. He di cho era, 
y no me atrevo ya a afirmar que lo es . A ello han contribuido las modificaciones 
c itadas y e l contexto de a larma soc ial que se ha creado justo cuando la ley inic ia 
su recorrido. 

Cuando el terror hace olvidar el derecho 

La Ley orgánica 7/2000 es un conjunto de mod ificac iones del Código Penal 
y de la Ley de responsabilidad penal de los menores en re lación con los delitos 
de terrori smo. No come ntaré las modificac iones que tiene n que ver con e l 
Código Penal ya que éste no es el espac io adecuado. En cualquier caso no se 
puede n dejar a un lado ya que redefinen todo el capítulo de los delitos de 
terrorismo (desde las injurias a cargos públicos hasta el ases inato, pasando por 
los desórdenes públicos) y, por lo tanto, van a afectar a adolescentes y jóvenes 
que los cometan, en Euskadi o en cualquier otra parte de l Estado. 

Las modi ficaciones que tienen que ver con la ley que estamos comentando han 
supuesto una auténti ca vulnerac ión de su lóg ica, hasta el ex tremo de que, al 
menos cuando se trata de esos delitos, ya no es una ley de menores. Busca 
simplemente casti gar , no deja marge n para la apli cac ión fl ex ible, só lo utili za 
e l internamiento, separa de l propio medio, castiga desde Madrid, etc . Es un 
simple cód igo adulto con li geros atenuantes en fun ción de la edad. Con un 
ejemplo puede e ntenderse. Si un ado lescente de 14 años, pensando alterar e l 
orden institucional , amenaza gravemente a un cargo público, cometerá un 
delito incluible en e l capítulo de terrori smo, será conducido a Madrid para que 
lo estudien y lo juzguen, inev itablemente te ndrá que ser condenado a una 
medida de internamiento cerrado de uno a cuatro años, más otros tantos de 
libertad vig il ada, más otros tanto de inhab ilitación para cualquier cargo 
público. Lo único que nose han atrev ido a dec ir esqué tipo de lavado de cabeza 
habrá que hacer con é l, donde se hará, qué personal educativo lo hará. 

El drama humano de la vio lenc ia que se prod uce en Euskad i no debería haber 
hecho perder e l sentido que toda ley para ado lescentes y jóvenes tiene, aunque 
sus delitos sean de difícil respuesta. El tema, que planeó rei teradamente 
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durante la e laborac ión de l anteproyecto, ya me hi zo escribir: "Suele ser 
problemático y contraproducente leg islar y regular a partir de la alarma, 
espec ialmente si se trata de adolescentes y jóvenes. Con frecuencia se 
consigue e l e fecto contrario al prev isto y, espec ialmente, se difi culta el 
abordaje razonable de la inmensa mayoría de los conflictos. Sin negar la 
ev idente importancia de las circunstancias y de las claves políti cas de un 
entorno concreto (que deben tenerse especialmente en cuenta no para legislar 
sino para descubrir las maneras diferentes con las que debe aplicarse la ley), 
no debemos o lvidar que, adscritos a una tribu radica l o a una pasota, afectados 
o no por la neces idad y el abandono soc ial, aquí y allí, antes que nada son 
adolescentes y jóvenes l

" . 

Pero estas modificaciones no han ido solas. Al amparo de l terrori smo se ha 
acabado creando una forma de aplicar la ley di ferente para las situac iones 
graves. El texto ori ginal ya tenía una tendenc ia a no ser benévolo cuando "se 
hubiere producido violencia" (s in mati zar exactamente su signifi cado y como 
si todo acto impuesto a otra persona no fuera violento) , pero ahora, además , 
se ha acabado identificando extrema gravedad con reincidencia . 

De esta manera, la Ley se aplicará de tres maneras diferentes: la normal, 
coherente con los criteri os y princ ipios con los que se redactó; la agravada, 
ll ena de reticencias antiguas y nuevas; la terrorista, que nada tiene que ver con 
una ley de menores. Las principa les diferencias se resumen en el siguiente 
cuadro. 

Al amparo del 
terrorismo se ha 
acabado creando 
una forma de 
aplicar la ley 
diferente para las 
situaciones 
graves 

11 3 



18 Educación Social 

Tres formas de aplicar la ley 

General Agravada Por Terrorismo 

Aplicación o Cualquier tipo de o Se aplica cuando o Transgresiones 
delito o falta hay reincidencia que tienen que ver con 
(menos terrorismo) el terrorismo 

Criterios Todas las medidas o Predominio del o La medida es el 
pueden durar un internamiento internamento 
máximo de 2 años cerrado 
o Con dos tramos en oLa suma de 

el internamiento medidas puede o Está expressamente 
o Revisables durar hasta 10 prohibido toda 
o Modificables años revisión o 
o Substituibles: (en flexibilidad antes 

cualquier de cumplir la 
momento, mitad de la pena 
teniendo en cuenta 
criterios 
flexibles) 

o Con justificación 
técnica, 16 años y 
"vio lencia" pueden 
durar hasta 5 años 

Edades 
01 4 - 21 Con 

o Muy difícil de o NUNCA a mayores 
condiciones a 
partir de los 18 aplicar a mayores de 18 años 

años de 18 años 

Condiciones oJuzgados siempre en la 

Especiales Audiencia Nacional , en 
Madrid 

o Entre los 14 y 16 años: 
- de1 a 4 años de 
internamiento cerrado 

- y, después, hasta 3 
años de libertad vigilada 

o Entre 16 y 18 años: 
- de1 a 8 años de interna-
miento cerrado 

- y, después, hasta 5 
años de libertad vigilada 

o Todas las penas llevan 
añadida, además, una 
serie de años de 
inhabilitación 

14 1 
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Alarma que algo queda 

Para acabar de complicar e l panorama, con la entrada en vigor algunas fu erzas 
soc ia les y políticas, así como los medios de comunicac ión, destacaron los 
casos más graves de homic idio cometidos por adolescentes en los últimos 
meses de l año anteri or, así como la obligac ión que imponía la ley de 
excarce larlos. Se tuvo un año entero desde su aprobac ión para explicar la ley , 
pero no se hi zo, con lo que e l profundo cambio de fil osofía que comporta sigue 
sin ser entendido por buena parte de la soc iedad. Los trabajadores de lo soc ial 
se ven así obl igados a explicar continuamente que no se trata de ser benevolentes 
con los chicos y chicas adolescentes sino de buscar formas de respuesta a sus 
trasgresiones que sean realmente educativas y útiles. 

Toda buena ley pena l que tenga que ver con menores se caracteri za por fac i litar 
y estimular formas flex ibles de aplicación. Eso quiere dec ir que la política 
soc ial y educati va que hay detrás hará que una misma ley tenga unos u otros 
e fectos . Ésta nace en un contex to de alarma, sin base real pero presente, que 
puede conducir a convertirl a en un simple código penal adulto. 

Como tantas otras veces, por si fuera poco, ha reaparec ido el tema de los 
recursos. C iertamente son pocos y no se han creado mientras se tu vo ti empo; 
pero en e l debate público se ha puesto el énfas is más bien en la necesidad de 
centros (como si se tratara de sustituir una prisión por otra) y no en e l resto de 
medidas que son las que afectarán al 90 % de los casos. Tampoco se ha hablado 
para nada de la trasformación de los recursos soc iales normal izados , de forma 
que puedan servir para seguir prestando atenc ión a los adolescentes aunque 
trasgredan las leyes . 

Fina lmente , la última modifi cac ión (la de la Ley 9/2000, que ti ene que ver 
fund amenta lmente con la creac ión de l Juzgado central de Menores en la 
Audienc ia Nac ional de Madrid ) ha supuesto la suspensión de la entrada en 
vigor de la aplicación de la Ley a los chicos y chicas jóvenes de 18 a 2 1 años. 
De momento la suspensión es hasta dentro de dos años, pero suena a definiti va. 

Era una buena ley, pero estoy seguro que con su aplicac ión dejará de serl o. 

Toda buena ley 
penal que tenga 
que ver con 
menores se 
caracteriza por 
facilitar y 
estimular formas 
flexibles de 
aplicación 
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Protejamos con el castigo 

Hay quien ha visto en esta ley, como en todas las de ti po penal que se aplican 
a los jóvenes, la pérdidade la protecc ión que deben tener aquell as personas que 
son consideradas menores de edad y, además , han crec ido y vivido en 
contex tos de carencias y neces idades soc iales. Es un viejo debate que ha 
acabado identi ficando inadecuadamente lo educati vo con lo protector, o 
planteando modelos educati vos que para nada ti enen en cuenta la autonomía 
de los chicos y chicas adolescentes y jóvenes. Mezcla y confusión que, 
hi stóricamente, siempre ha acabado resultando contraproducente para el los y 
e llas y contra la que he argumentado desde hace tiempo, recalcando e l castigo 
de la protecc ión y la protección de la reforma. 

En Europa casi todas las legislac iones han tenido, o aún tienen, un período de 
mezcla y de trato conjunto de los problemas que afectan a los menores víctimas 
de una inadecuada atención por parte de su fa mili a y de la soc iedad así como, 
a la vez, de aquellos que realizan acti vidades sancionables como de li cti vas. El 
esquema de mezcla entre Protección y Reforma que se daba aqu í en los 
Tribunales Tutelares ha sido bastante generali zado y el debate entorno a su 
separac ión no se ha terminado. Así mismo, al margen de las fórmulas que se 
han ido adoptando, se acepta que el hecho de ser irresponsable penal mente ha 
acabado siendo un privilegio negati vo, así como la fac ilidad con la que se 
criminali za la miseri a. 

El acuerdo bás ico podría resumirse así: 

El adolescente, el joven, debe ser tratado penalmente de una forma 
di ferente al adulto. Se trata de un suj eto en evolución del cual la sociedad ha 
de responder educati vamente, fac ilitándole elementos que pos ibiliten su 
madurac ión. 

Al mismo tiempo, e l adolescente, e l joven, es un suj eto con derechos , 
por lo tanto no puede ser considerado un objeto de protección: no se puede 
actuar supliéndole por su bien, limitándole, por ejemplo, su libertad. Las leyes 
de menores tienden así a encontrarse con algunos de los principios básicos de 
la justi cia penal: el derecho a la presunción de inocencia, e l derecho a ser 
escuchado, a tener defensor, a saber cuando terminará una sanción o una 
medida educati va, el derecho a recurrir, etc. 

Aunque se reconoce que los adolescentes y los jóvenes que llegan a la justicia 
en su mayoría tienen una vida ll ena de carencias soc iales, se intenta superar la 
identi ficac ión de las medidas protectoras como intervención pos itiva y de las 
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medidas penales como repres ión. No hay protecc ión que sea válida si se hace 
con la privac ión de derechos y la respuesta penal en e l ámbito juvenil puede 
y ha de llegar a ser básicamente educati va. No son los vacíos educati vos y las 
neces idades soc iales lo que se sanc iona, aunque e l enjuiciamiento puede y 
debe de ser la ocas ión para que se ati enda al joven, o inc luso para que la 
respuesta a sus de litos señalada por lajusticia pueda inscribirse posteri ormente 
en un marco más amplio de atenc ión a sus problemas . 

El lugar del espacio penal entre los más jóvenes 

Conviene, sin embargo, mati zar cuál es e l marco en e l que puede cobrar 
sentido la aplicación de la ley penal a los menores ya que, por mucho que se 
intente, es difícil que e l sistema penal esté hecho para educar. De manera 
esquemática podemos decir que hay c inco criteri os o condic ionantes que 
marcan la relac ión entre la justici a penal y los chicos y chi cas ado lescentes: 

En la infanc ia no pinta nada la justic ia penal (en la preadolescencia 
mejor que no). Sólo puede produc ir desastres. 
Justici a Penal quiere dec ir, por un lado, garantías (todas las que 
caracteri zan un proceso penal en un estado de derecho) y, por otro , 
penas (es dec ir, que se imponen y pueden suponer un casti go para la 
persona infractora). 
La base del trabajo, la razón de la intervenc ión, ha de ser la 
responsabili zac ión (no se trata ni de un modelo de respuesta benéfico, 
ni penal en general puramente castigador, ni clínico o destinado a 
descubrir tras tornos y aplicar terapias) . 
La justi c ia penal en las etapas adolescentes es siempre a lgo diferente 
de lajusticia adulta. Ni siquiera sirve aplicar modelos adultos corregidos. 
A la hora de reacc ionar, primero deberían ser siempre los criteri os 
educati vos y soc iali zadores, luego los penales. 

En general, las leyes de menores consideran al adolescente y e l joven 
responsable, pero lo hacen específicamente responsable . Es decir, definen una 
forma de ser responsables diferente de la responsabilidad de las personas 
adultas . El o lajoven deben as umir la autoría de sus actos, pero la respuesta que 
rec ibirán del sistema penal será diferente (no atenuada o benéfica sino 
diferente) de la que reciben las personas consideradas ad ultas. Definen una 
forma diferente de ex ig ir la responsabilidad. 

1 17 
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Además, tiene en cuenta el contex to de la persona y de la acc ión. Se pretende 
actuar teniendo en cuenta la situac ión, e l contexto, las necesidades educati vas 
y no sólo, ni prioritari amente, la gravedad penal. En nuestra Ley, por ejemplo, 
e l artículo 7.3 dice: 

" Para la elección de la medida o medidas adecuadas (. .. ) se deberá 
atender de modo f lexible, no sólo a la prueba y valoración jurídica de los 
hechos, sino especialmente a la edad, las circunstancias fa miliares y 
sociales, lapersonalidadyel interés del menor ... " O el23. I : "La actuación 
instructora del Ministerio Fiscal tendrá como objeto, tanto valorar la 
participación del menor en los hechos para expresarle el reproche que 
merece su conducta, como proponer las concretas medidas de contenido 
educativo y sancionador adecuadas a las ci rcunstancias del hecho y de su 
autor y, sobre todo, al interés del propio menor valorado en la causa". 

Las respuestas que debe buscar han de ser responsabili zadoras. No pueden 
estar centradas ni en el casti go reparador ni en la venganza soc ial. No se trata 
de una justi cia retributi va. Imponer una medida que responsabilice comporta 
ayudarl es a asumir la autoría, la propiedad de sus actos y descubrir que afectan 
a otras personas, con otros sentimientos y lógicas vitales. 

Una lectura en clave educativa 

Del conjunto de la ley podrían destacarse, en una lectura en clave educati va, 
tres aspectos: los cambios en las edades, el catálogo de medidas, las posibilidades 
de intervenc ión normali zada que introduce. 

Edades y medidas 

En los cuadros siguientes se resumen los cambios que se han producido en las 
edades y las medidas a aplicar. Debe destacarse que el inic io de la adolescenc ia 
( 12 Y 13 años) ha quedado fuera, que la mayoría de edad penal para ser 
castigado como una persona adulta se ha desplazado de los 16 a los 18 años 
y, cuando se recupere la sensatez, hasta los 2 1. 
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Edades de aplicación de la justicia de menores 

Ley de tribunales tutelares 

Hasta 1992 Desde 1992 

Edad de inicio O años 12 años 

Final general 16 años 16 años 

Final con 21 años 
condiciones 

El catálo O de medidas que 

1. Internamiento: 
a) Cerrado 
b) Semiabierto 
e) Abierto 
d ) Terapéuti co 

2. Tratamiento ambulatorio 
3. Asistenc ia a un centro de día 
4. Permanencia de fi n de semana 

Nueva ley 

14 años 

18 años 

S. Libertad vigil ada con o sin imposición de reglas de conducta 
6. Convivencia con otra persona o grupo educativo 
7. Prestaciones en beneficio de la comunidad 
8. Rea li zac ión de tareas socioeducativas 
9. Amonestación 
IO.Pri vaciones administrativas 
1 I.Inhabilitación absoluta2 

El catálogo de medidas a ap licar tiene importantes cambios con respecto a la 
anterior ley. En primer lugar define las diferentes formas de internamiento no 
en func ión de la cantidad de libertad que privan sino del régimen de vida y la 
organ ización de las actividades que se produce en cada tipo de centro. Prima, 
no obstante, una cierta centralidad del centro cerrado, difíci Imente di stinguible 
de una prisión juvenil. También se introduce e l centro terapéutico, una 
categoría hoy inexistente para ado lescentes y difícilmente definible. 

11 9 
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La libertad vig ilada queda en gran medida asoc iada a la elaborac ión de un 
proyec to educati vo personali zado, que puede además tI'abajarse o no a partir 
de la impos ición de reglas de conduclCl . En general, puede pensarse en un 
conjunto muy amplio de respuestas de seguimiento educati vo que pueden 
tener cabida con fac ilidad entre las medidas prev istas. Todas y cada una de las 
medidas pueden tener un contenido educati vo a definir , sin vulnerar las 
garantías y la libertad, puede n ser puestas a l servic io de l proceso de 
incorporac ión soc ial que están viviendo. 

En cualquier caso, donde las medidas van a encontrar más dificultades es e n 
la ausenc ia casi total del tipo de recursos para ado lescentes que se supone 
deberían servir para aplicarlas. La nueva norma ha de func ionar en un 
momento de fu erte abandono de los y las ado lescentes, por parte de todos los 
recursos, soc ia les, de sa lud, de tiempo libre . Ex iste un verdadero des ierto de 
intervenc iones con ado lescentes espec ialmente de mane ra informal y en su 
propio entorno (se ha produc ido, por ejemplo, un enorme abandono del trabajo 
de call e). Además, la ley no puede resolver muchas de las cuesti ones 
metodológicas que el trabajo con adolescentes ti ene hoy. Por ejemplo, el 
tratamiento terapé uti co ambulatorio no fun ciona as í como as í con adolescentes 
y menos por impos ic ión. Son malos pac ie ntes y el mode lo de consult a 
indi vidual no sue le resultar útil. 

Es posible trabajar sin que intervenga el aparato judicial 

De todas formas la gran bondad de las leyes penales juveniles, la de ésta 
también, es la pos ibilidad que ofrece de intervenc iones norma li zadas con 
adolescentes y jóvenes aunque hayan trasgredido las normas. Desde hace 
tiempo sabemos de la neces idad de evitar la identificac ión de l ado lescente 
trasgresor con la etiqueta de de lincuente. Una suma identifi cati va que se 
produce cuando la respuesta a sus conductas le viene de l sistema penal y 
comporta una intensa intervención de l aparato po li c ia l y judic ial. Traducido 
a la práctica eso supone: inte ntar no penal izar dete rmi nadas conductas; reducir 
al máx imo la intervención judicia l buscando so luc iones prev ias; utili zar 
recursos normali zados para aplicar las medidas impuestas. 

La nueva ley tiene un margen de maniobra importante que permite resolver los 
conflictos que provocan los chicos y chicas ado lescentes con escasa intervención 
del aparato judic ial. Se pueden aplicar criterios de oportunidad (es dec ir: 
valorar la convenienc ia de intervenir, sopesar e l impacto de la acción, te ner en 
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cuenta si ya se están produciendo otras acc iones educati vas). Se puede reducir 
a mínimos la intervención, encajan di versas formas de mediac ión, se pueden 
poner las medidas al servic io de un seguimiento educat ivo más amplio. 

Aunque la Ley, en cualquiera de sus versiones , está llena de reti cencias y 
limitac iones, si la fil osofía soc ial y política criminal son las adecuadas, puede 
ser apl icada de manera sensata. U na de las grandes novedades (ya presente de 
manera parcial en las modi ficaciones de la Ley de Tribunales Tute lares de 
1992) que finalmente se consolida es que toda la tramitac ión de l expediente 
queda en manos de l fiscal (que deberá espec iali zarse) por lo que puede 
proponer la no intervención o el sobrese imiento en di ferentes momentos . 

S i las cosas llegan a func ionar bien, se configura una unidad de análi sis y 
di scusión prev ia, fo rmada por el equipo técnico y el fisca l, en la que los 
esfuerzos deben ir destinados a buscar cual es la instancia y la fo rma adecuadas 
para dar respuesta a cada chico o chica que transgrede las normas y es , de 
alguna manera, inculpado . No se trata de un equi po de psicólogos para hacer 
di agnósti co sino de un grupo educati vo multiprofes ional que valora las 
pos ibilidades de l entorno y las acc iones que conviene poner en marcha. En 
di ferentes art íc ulos ( 18, 19) se permite al Ministerio Fisca l no continuar 
instruyendo el expediente o solicitar su sobreseimiento. Lo mismo ocurre con 
las propuestas que hace e l equipo técnico, entre las que está justi ficar que esa 
forma de actuar es la más adecuada (art. 27). 

Mediación y aplicación sensata de las medidas 

De manera expresa, la Ley incorpora las actividades de mediación, conci Ii ación 
y reparación en relac ión con la víctima. Encarga al equipo técnico va lorar si 
es viable y permite que ni siquiera se haga ningún in forme espec ial sobre e l 
menor cuando ésta se ha producido sati sfactoriamente. El fi sca l en esos casos, 
cumplidos los compromisos, ti ene que proponer la finali zación de las 
actuac iones (art. 19) . 

Finalmente, aún habiéndose producido la continuac ión de l proceso y ll egado 
a la aplicación de algún tipo de sanción (medida educati va), es pos ible dejarla 
en suspenso. El j uez (A. 20) puede considerar que es conveniente para el 
menor, por las circunstanc ias que sean, dejar sin ejecutar e l fa llo durante un 
c ierto tiempo, por lo que éste podrá seguir su vida de manera normali zada. 

12 1 
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Esta es una ley que podría pasar a la hi storia como la que permitió desarro ll ar 
respuestas alternativas a la sanción pena l. Otra cosa será que así OCUlTa. 
También se dijo lo mismo de l nuevo Código Penal y, en la práctica, se siguen 
aplicando fundamentalmente las penas de pri vac ión de libertad. 

También podríamos señalarqueen la norma actual se dan bastantes posibilidades 
de una aplicac ión sensata de las medidas. En principio, su durac ión máx ima 
es de dos años, además, se pueden encadenar medidas y formas de cumplirl as 
(por ejemplo, e l internamiento puede cumplirse en su segunda parte en libertad 
con seguimiento). De acuerdo con la condición evo lutiva de los ch icos y 
chicas adolescentes y, por lo tanto, con la multiplic idad de cambios que 
pueden darse en corto plazo, las medidas son rev isables y cambiables. 
(Artículo 14. 1: "El Juez, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o del 
letrado del menor, previa audiencia de éstos e informe del equipo técnico y, 
en su caso, de la entidad pública de protección o reforma de menores, podrá 
en cualquier momento dejar sin efecto la medida impuesta, reducir su 
duración o sustituirla por otra, siempre que la modificación redunde en el 
interés del menor y se exprese suficientemente a éste el reproche merecido por 
su conducta. ") 

Queda mucho por hacer 

Además de todo lo dicho quedan todavía algu nas cuesti ones en las que 
inev itablemente habrá que pensar pronto, en las que sería importante que 
pensaran espec ia lmente las admini straciones loca les. Cuesti ones a tener 
presentes para definir los planes de infancia, para e laborar los programas de 
atenc ión primaria soc ia l, etc. Entre ell as convie ne des tacar: 

Qué hacer con los preadolescentes de menos de 14 años. Ahora, como 
hemos visto, no serán objeto de atención de la justic ia y, algunos y algunas, 
pueden estar en momentos de fu erte trasgres ión o cometer de litos graves. 

Cómo hacer posible las intervenciones prej udic ia les de las que hemos 
hablado. No se seguirá un expediente si ya hay seguimiento educati vo en otra 
instancia; pero para que se dé, alguien debe estar hac iéndolo. 

Diseñar e l espac io soc ial de la med iac ión. No se trata de la aplicac ión 
de una nueva técni ca milagrosa sino de tener prev isto cómo hacerl a viable, con 



Educación Social 18 La nueva ley penal del menor y la intervención socio educativa 

formatos diversos, dentro de programas más amplios de gestión de los 
conflictos y de trabajo con la comunidad. 

Imaginar las acciones en beneficio de la comunidad. Ni se trata de 
enviarlos a la brigada municipal ni a cuidar ancianos con la Cruz Roja, aunque 
las dos cosas son posibles. Se trata de pensar y planificar actividades en las que 
descubran que su conducta afecta a un colectivo más amplio, que pueden hacer 
cosas por otras personas. 

Construir la posibilidad del seguimiento educativo. Dicho de otra 
manera, recuperar formas de acompañamiento educativo de los chicos y 
chicas adolescentes, que también puedan servir cuando hay trasgres iones. 

Hasta aquí este pequeño análisis positivo de la Ley 5/2000 olvidando todas las 
contradicc iones e inconvenientes profundos que la han torpedeado antes de 
nacer ya los que me refería al inicio. Si vienen tiempos mejores y se crea una 
buena práctica educativa es posible que algún día tengamos en ella un buen 
instrumento para trabajar los conflictos sociales que se producen en nuestra 
relación con los chicos y chicas adolescentes y jóvenes de hoy . 

Jaume Funes 
Psicólogo y periodista 

FUNES, J. ( 1997 d) " Menores y jóvenes en situación de confli cto social: pos ibles 
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Gobierno Vasco. Vitoria. 

2 Int rod uc ida con las modifi cac iones de la Ley 7/2000. 
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La nueva ley penal juvenil: una lectura en clave 
educativa y que intenta ser ilusionada 

La nueva ley penal juvenil : una 
lectura en clave educativa y 
que intenta ser ilusionada 

La nueva ley de responsabilidad penal de los 
fIl et/Ores supone profundos cambios en la for­
ma como la sociedad reacciona an le las 
lrasgresiones comelidas por los adolescell ­
les y j óvenes. Remirará, sill embargo, deler­
millanle la filosofía social y educaliva con la 
que se aplique. Se lra la de una buena ley si 
se palie al servicio de la COllSlrucción de la 
responsabi lidad v s i se ev ila la 
judicializaciólI . Además, sugiere nuevos mar­
cos para la acción educaliva. Pero se ,,'ara 
de una ley que nace muena, ya que las modi­
ficaciones inlroducidas en f unciólI de los de­
liros de lerrorismo y la alarma social con la 
que comienza su aplicación la convien en, de 
momel/lO, en ulla mala ley. 

Autor: Jaume Funes 

The new juvenile penal law: an 
education-focussed reading 
driven by optimism 

Th e new law on penal responsibilily fo r 
millon ill volves majar changes ill Ihe way 
sociely reacls la Irrl lI sgressions perpelraled 
by adolescenls and youlIg people. Howevel; 
Ihe social and eduCll liollal philosophy guiding 
ils enforcemellf .vill be decisive. II is a good 
law if il is l/ sed ro build responsibiliry alld 
prevell I judicialisalion. Moreover. il suggesls 
lIel\' educarioll aClion f rameworks. Bur il is a 
slillbon! law, sin ce Ihe amelldmenls added fo r 
lerro risl offences a ll d Ih e soc ial a larm 
araused amidsl il.\" inilial enforcemenr make 
i l abad law, al lea SI f or Ihe momenl. 
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